	En Mendoza, a los 27 días del mes de julio de dos mil once reunidos en la Sala de Acuerdos, los Sres. Jueces de esta Excma. Tercera Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Minas de Paz y Tributario integrada con la Dra. Mirta Sar Sar, trajeron a deliberar para resolver en definitiva los autos N°120707 (32907) "Prospero, María Teresa c/ Benelbaz, Yolanda y ots. por daños y perjuicios" originarios del Sexto Juzgado de Paz Letrado de la Primera Circunscripción Judicial, venidos a esta instancia en virtud del recurso de apelación interpuesto a fs. 151 por la parte demandada contra la sentencia de fs.141/143. 

Llegados los autos al Tribunal se ordenó expresar agravios a la apelante, lo que se llevó a cabo a fs.170/177. 

Corrido traslado de los fundamentos del recurso interpuesto a la accionante apelada, contesta a fs.182/186, quedando la causa en estado de resolver, previo llamamiento de autos para sentencia e integración del Tribunal. 

Practicado el sorteo de ley quedó establecido el siguiente orden de estudio: Dres. Mastrascusa, Staib, Sar Sar. 

En cumplimiento de lo dispuesto por los arts. 160 de la Constitución Provincial y 141 del CPC, se plantearon las siguientes cuestiones a resolver: 

PRIMERA CUESTIÓN: 

¿Es justa la sentencia apelada? 

SEGUNDA CUESTIÓN: 

Costas. 

A LA PRIMERA CUESTIÓN LA DRA MASTRASCUSA DIJO: 

I. Contra la sentencia de fs. 74/75 que acoge la acción incoada por la Sra. María Teresa Próspero en su carácter de administradora definitiva del sucesorio de Teresa Ignacia Giunta, contra las Sras. Yolanda Benelbaz y María Gabriela del Pilar Benelbaz, condenándolas al pago de la suma de $4.500 con más sus accesorios, deducen recurso de apelación las demandadas solicitando la revocatoria de la resolución invocada y el consiguiente rechazo de la demanda. 

Al fundar su recurso se agravian en primer lugar del rechazo de la defensa de falta de legitimación ad causam invocada por su parte respecto a la capacidad para demandar de la administradora de la sucesión, por carecer de autorización judicial. 

Señala que para ello la Sra. Juez a quo se ha fundado en el art. 342 del C.P.C. el que a su juicio contradice el decisorio al igual que la nota del codificador a tal norma. 

Señala que en el caso, la Sra. María Teresa Próspero sólo presentó en el juicio la sentencia declaratoria de herederos de la titular del inmueble y su designación como administradora definitiva, pero que no acompañó el acta de aceptación del cargo. Señala que el inmueble en cuestión no ha sido adjudicado a su parte ni se ha inscripto la propiedad, y que pertenece a una sucesión con otros herederos declarados. 

Dice que la Sra. Juez a quo ha ignorado los presupuestos de la representación de la sucesión conforme al art. 3383 del Código Civil, toda vez que el administrador del sucesorio no puede actuar judicialmente en forma personal. 

Señala que el administrador del sucesorio no puede comprometer en juicio los bienes del mismo sin la ratificación unánime de los demás herederos. 

Igualmente indica que la sentenciante no ha merituado los alcances de las normas establecidas en los arts. 15,20, 30 y 35 de la ley 4976. Expresa que esta errónea aplicación del derecho hace que no haya diferenciado la representación en juicio de la representación de la sucesión. 

Afirma que el Administrador del Sucesorio debe otorgar mandato a un abogado o procurador para el ejercicio de toda acción judicial.Cita jurisprudencia. 

Luego se refiere a los agravios que le ocasiona la sentencia en cuanto a los daños que fueron objeto de la condena. 

Afirma que no es aplicable al caso el art. 1113 
del Código Civil, y la consiguiente inversión de la carga de la prueba. Dice que en todo caso se trata de responsabilidad subjetiva extracontractual y no objetiva. 

Expresa que siendo ello así, la responsabilidad que se endilga en la sentencia a sus mandantes no está acreditada ya que las humedades pueden tener origen en las viejas cañerías del edificio de la actora y en la vejez de las estructuras. Agrega que además el perito al responder el punto 1 dice que en ese momento no se verifican humedades o pérdidas ya que las manchas se encuentran secas. Luego señala otros puntos de la pericia en la que se dice que es imposible determinar si las manchas se corresponden con filtraciones de agua corriente, o de aguas servidas, así como que las mismas no revisten peligro estructural para el edificio. 

Señala que los testigos Leticia Antolín y Victoria Seca han manifestado que su parte realizó los trabajos de plomería para evitar daños en el inmueble de la actora y que los plomeros constataban personalmente que no había humedades ni goteras de agua provenientes del edificio de su parte. 

Impugna la merituacion que del acta notarial ha hecho la Sra.Juez a quo por cuanto entiende que es un acto unilateral de la actora sin intervención de su parte, por lo que le es inoponible a más de no determinar la causalidad. 

En punto al monto de la condena también se agravia por cuanto la demandante solicitó la suma de $2.500 y la sentenciante injustamente lo elevó a la suma de $4.500 sobre la base de la pericia, sin tener en cuenta todos los elementos de la misma en la que además se señala que dada la antigüedad del edificio es conveniente el recambio de todas las instalaciones de agua corriente y desagües en todos los departamentos del edificio. 

Agrega que con ello se pretende que su parte le repare la vejez de las instalaciones de agua propias de la actora y que son las que han producido una humedad que ya no existe. 

Expresa que el perito también ha señalado que no se observa a simple vista en el departamento de las demandas roturas de cañerías ni humedades ya que aquellas están embutidas en paredes en el espacio de loza del entrepiso. 

Indica asimismo otras conclusiones del perito y señala que se verificó el mismo problema de humedades en coincidencia con el entrepiso de locales húmedos en todos los niveles del edificio, con distinto grado de afectación. 

Luego se refiere largamente a que las pruebas deben ser merituadas conforme a las reglas de la sana crítica citando doctrina y jurisprudencia. 

A fs. 182/186 la parte actora contesta el recurso solicitando su rechazo por las razones que doy por reproducidas en mérito a la brevedad. 

II. En punto al primero de los agravios referido a la ausencia de capacidad para demandar de la Administradora del sucesorio de Teresa Ignacia Giunta, debo decir en primer lugar que en la causa se ha acreditado plenamente la calidad de tal de la Sra.María Teresa Próspero y especialmente su aceptación del cargo con las constancias del expediente sucesorio originario del Décimo Segundo Juzgado Civil que obran ad efectum vivendi. 

La cuestión, entonces reside principalmente en dirimir si es necesario que exista autorización judicial para que el administrador judicial pueda demandar, además de si debió o no otorgar poder a un abogado. 

Sobre las facultades del Administrador definitivo del sucesorio se ha escrito mucho en doctrina y jurisprudencia siendo un tema por demás debatido y controversial. "La orfandad de normas de fondo (2), la contraposición de estas pocas con las reglas de forma, la diversidad de fuentes que el legislador ha tenido en cuenta, la indefinición sobre la naturaleza del administrador sucesorio, la encontrada jurisprudencia sobre la amplitud de sus facultades, y la antiquísima disputa sobre su legitimación procesal, complican hasta el infinito la labor de abogados, magistrados y funcionarios". (Maíz, Mónica G. "Administración de la herencia" JA 1995-III-675). 

El conflicto con la legitimación sustancial y procesal de la parte actora no se presenta con la norma establecida por el art. 3383 del Código Civil, tal como parece afirmarlo la parte demandada apelante, pues tal artículo es el que específicamente señala el carácter de representante del administrador de la herencia, y le "obliga" a realizar no sólo actos conservatorios propiamente dichos sino de administración simple. 

Las normas que han generado controversias son el art. 3451 
del Código Civil y las normas procesales que en cada provincia rigen las facultades del administrador definitivo de la sucesión designado judicialmente. 

El art. 3451 del Código Civil dice textualmente que "Ninguno de los herederos tienen el poder de administrar los intereses de la sucesión. La decisión y los actos del mayor número, no obligan a los otros coherederos que no han prestado su consentimiento.En tales casos, el juez debe decidir las diferencias entre los herederos sobre la administración de la sucesión". 

Nora Lloveras señala que de esta norma se derivan las siguientes directivas del derecho de fondo: 

"- La administración de los bienes de la herencia corresponde a todos los herederos. 

- Los herederos deben actuar en la administración, por decisión de la unanimidad. 

- Las decisiones de la mayoría o del mayor número no obligan al o a los herederos que no consintieron la decisión. 

- El juez decidirá las diferencias entre los herederos." (Lloveras, Nora, "El proceso sucesorio y la administración de la herencia", LNC 208-1-11) 

Aún la doctrina más restrictiva con respecto a tal norma ha señalado que de ella se deriva la conclusión de que cuando se designa a una persona como administradora de la sucesión, se lo hace para que administre la masa de bienes que integran el patrimonio que se trasmite, y la actuación la cumple en nombre y representación de los herederos, que son sus propietarios en el estado de indivisión. De ahí que, como principio general, el administrador no puede oponer demandas a nombre de la sucesión, salvo autorización unánime de los herederos. 

En el mismo sentido nuestro Código Procesal Civil prescribe en su art. 341 
que "El administrador definitivo, además de los actos señalados en el artículo precedente, deberá realizar aquellos que en el momento de de signarlo o posteriormente, resuelvan encomendarle por unanimidad, los herederos declarados o instituidos en testamento válido. A falta de unanimidad, el juez resolverá oyendo a los disconformes.En la misma forma, los herederos podrán dar instrucciones especiales al administrador definitivo, para el desempeño de sus funciones y convenir la forma y monto de su remuneración." 

Tanto de la normativa de fondo cuanto de esta norma procesal de nuestro ordenamiento provincial surgen también las siguientes diferencias: 

En principio (y salvo casos excepcionales) el administrador definitivo de la herencia no puede realizar actos de disposición. 

Está por el contrario, obligado a realizar los actos meramente conservatorios de los bienes hereditarios. 

En cuanto a los actos de administración simple o de estricta administración, parte de la doctrina entiende que, para realizarlos, requiere que la unanimidad de los herederos declarados se los haya encomendado: "El problema se presenta con referencia a las facultades de administración simple. Este tema fue tratado en las I Jornadas de Derecho Civil de Mendoza en el año 1983, resultando en las conclusiones de las mismas una división doctrinaria. Un sector de la doctrina, entre ellos los Dres. Mazinghi, Pérez Lasala y Borda, opinó que el administrador no sólo tiene facultades conservatorias sino también en la de administración simple sin necesidad de tener para ello la autorización de los herederos ni la venia del Juez en su defecto; por otra parte otro sector de la doctrina opinó que el administrador de la sucesión sólo tendrá facultades conservatorias; para poder realizar cualquier otro tipo de acto administrativo deberá obtener la autorización de los herederos o la venia supletoria del juez, todo ello en los términos del art. 3451 CC." (Maíz, Mónica G. "Administración de la herencia" JA 1995-III-675). 

Sin embargo, lo que resulta claro es que la autorización judicial sólo aparece como requisito formal en nuestro Código cuando no existe unanimidad de los herederos. Así lo dice expresamente la nota al art. 341 del Código Civil. 

En cuanto a la legitimación del Administrador para estar en juicio también existen divergencias doctrinarias. Sin embargo ésta última regla enunciada en el párrafo precedente, se mantiene.En efecto, Pérez Lasala opina que el administrador de la sucesión tendrá facultad para estar en juicio sin autorización de los herederos ni del juez, en representación de la sucesión, cuando se trate de demandas iniciadas en ejercicio de sus facultades conservatorias o de administración simple del acervo hereditario (Perez Lasala, Tratado de las sucesiones, p. 622) 

Por el contrario, el Dr. Borda opina que el administrador de la sucesión no podrá entablar demandas en representación de la sucesión si no tuviere la autorización unánime de los herederos, no pudimos ésta ser suplida por la autorización del juez (Borda, Guillermo, "Tratado de Derecho Civil. Sucesiones", Perrot, Buenos Aires, 1975, p. 408."). 

Por ello, y en función de estas y otras normas procesales coincidentes, la doctrina afirma -ya adentrándose en el tema de la legitimación activa- que no es necesaria la autorización judicial para que el Administrador definitivo de la sucesión demande por desalojo 

También la jurisprudencia se ha expresado en el mismo sentido señalando que aunque el administrador necesita autorización unánime de los herederos para demandar a terceros o contestar demandas en nombre de la sucesión, tal principio cede cuando la acción tiene un propósito meramente conservatorio, como sucede en las acciones de desalojo y los interdictos de conservar y recobrar la posesión (CNCiv.C, 29/9/89, LL 1990-A-619; C1ªCDLoc. Tuc., 10/11/80, JA 981-IV-335). 

Sin embargo, la cuestión sigue residiendo en la existencia de unanimidad de los herederos y no en la autorización judicial. 

Nótese que la Corte Suprema de la Nación ha señalado expresamente como principio general que el administrador de la sucesión no puede incoar o contestar demandas a nombre de ésta, salvo autorización unánime de los herederos, la que no puede salvarse con la mera autorización judicial (Corte Sup., 29/4/82, "Bengolea, Santiago, s/suc. v. Bs. As. Pcia.de", ED 100-212) y que "Excede las facultades del administrador de la sucesión el acto que, más que a la conservación o productividad normal, tiende a la modificación del valor o individualidad del capital constitutivo del patrimonio, de un modo anormal o extraordinario. Para este tipo de acto debe mediar consentimiento de los interesados, sin que ello pueda suplirse por la sola autorización judicial (art. 3451 CC.) (Corte Sup., 29/4/82, ibídem.) . 

Siendo ello así, la cuestión en el caso no puede presentar otra solución que la del rechazo del agravio toda vez que la demanda aquí incoada consiste en la pretensión de que se pague por parte de las demandadas un gasto de reparación (daño sufrido) en un inmueble del sucesorio (lo que ha quedado fehacientemente acreditado con los informes y planchas del Registro de la Propiedad), cuestión que si bien no aparece como un acto de simple conservación -como lo hubiera sido el mero hecho de realizar los gastos en forma directa-, no puede negarse que constituye un acto de administración simple o estricta tal como lo ha clasificado la doctrina y jurisprudencia citadas. Demás está decir que de ninguna manera puede calificárselo como un acto de disposición. 

Por lo demás, quien señaló la ausencia de legitimación, debió probar no la falta de autorización judicial sino la discordia entre las herederas, más cuando como ocurre en el caso de autos, no hay cons-tancia alguna en el expediente sucesorio de que existiera divergencia entre las herederas al respecto, y por otra parte al contestar el traslado del responde la actora solicitó la citación de las Sras. Marta Clementi-na Próspero y Lilia Antonia Próspero (las otras herederas declaradas) a fin de que ratificaran la autorización acordada en forma unánime a la administradora. El ofrecimiento se hizo en forma condicional, librada al entendimiento de la Sra.Juez a quo, pues la actora señaló correcta-mente que las demandadas no habían negado que existiese unanimi-dad en las herederas. 

El Tribunal entendió innecesaria tal citación pues no la efectivi-zó, y nada hizo la parte demandada para probar la controversia even-tual entre las sucesoras de la propietaria del departamento afectado. 

Finalmente y en punto a la ley 4976, estimo que resulta obvio que la excepción que consagra el art. 30 de dicho cuerpo normativo que se refiere al caso de los administradores de bienes ajenos en asun-tos vinculados con la administración contempla precisamente este ca-so. (art. 30 ley 4976: la representación en juicio ante los tribunales de cualquier fuero, en la provincia, solo podrá ser ejercitada además de por abogados, conforme lo autoriza el art. 20, por procuradores ins-criptos en la matricula respectiva. se exceptúan de esta exigencia los representantes necesarios, los síndicos, los administradores de bienes ajenos en asuntos vinculados con la administración). De lo contrario el argumento principal de la apelante (ausencia de autorización judi-cial) tampoco hubiera podido vencer este escollo. 

En consecuencia el agravio debe ser desestimado. 

Pasando al análisis de la responsabilidad atribuida en la senten-cia, debo señalar en primer lugar -aunque las partes no se han referido a ello en forma directa- que en el caso se trata de dos departamentos sometidos al régimen de propiedad horizontal (tal como surge de la prueba informativa del Registro de la Propiedad inmueble), ubicados uno por encima del otro en el mismo edificio. 

En este contexto y en general, debe admitirse que el daño producido a una unidad funcional de propiedad horizontal por filtraciones de agua emanadas del piso superior, es un daño causado por el riesgo o vicio de la cosa (art.1113 C.C.) e imputable a su dueño o guardián, a título objetivo, por lo que en principio la responsabilidad de las demandadas recurrentes debe analizarse desde la óptica de la responsabilidad del dueño o guardián prevista por dicha norma., tal como lo hizo la Sra. Juez a quo. 

Es cierto que en algunos casos también es aplicable la responsabilidad subjetiva, pero ello ocurre en situaciones muy diferentes a las de autos. Así se ha dicho que ".el consorcio responde siempre que la causa adecuada del daño provenga de las cosas comunes y no de las unidades privativas. En caso de duda, se sigue la presunción de que todo gasto debido por estas causas debe considerarse común, salvo que el reglamento hubiere dispuesto lo contrario o que mediare dolo o negligencia de algún consorcista" (Kemelmajer de Carlucci, Aída "Daños en la propiedad horizontal" en "Responsabilidad Civil" Ed. Rubinzal Culzoni, Sta. Fe, 2007, pag. 259). 

Este dolo o negligencia, deben manifestarse principalmente como indiferencia u obstrucción de las labores necesarias para reparar el daño común, lo que en el caso de autos no se ha invocado, pues la suma reclamada está constituida por los gastos necesarios para reparar los daños ya causados por las filtraciones en el departamento de la sucesión y no por los necesarios para reparar las cañerías. 

De tal modo y volviendo al régimen establecido por el art.1113 del Código Civil, al actor le bastará con probar el daño a su unidad, el carácter de dueño o guardián del demandado sobre las cosas riesgosas o viciosas que estima han provocado los daños en sus partes privativas y la relación de causalidad entre tal cosa y el daño ocasionado. 

Al demandado por el contrario, le corresponderá probar que el daño no se ocasionó sino por culpa de la víctima o del consorcio, esto es, que se trató en este último caso del vicio o riesgo de partes comunes del edificio. 

En este sentido debe recordarse que el principio general en materia de propiedad horizontal en este aspecto está contenido en el art. 5 
de la Ley 13.512 que consagra el principio según el cual los gastos de conservación y reparación deberán ser solventados por el propietario de la cosa que produce daño: el consorcio, si se refiere a bienes comunes o los consorcistas, si se trata de sectores exclusivos. 

El art. 2 por su parte, trae una enumeración general de las cosas que deben considerarse partes comunes y entre ellas el inciso b) señala que así deben considerarse "los locales e instalaciones de servicios centrales como calefacción, heladeras, agua caliente o fría, refrigeración, etc" y el inciso d) señala que también son comunes los tabiques o muros divisorios de los distintos departamentos. 

La pericia realizada en la causa asevera con toda claridad que los daños (manchas, erosiones, oxidación de armaduras de las losas, conforme respuesta al primer punto de pericia) en el departamento de la sucesión se han producido por pérdidas de agua en las cañerías ubicas inmediatamente por encima de los locales sanitarios de la planta del departamento de la actora y que tienen los mismos usos (baño, lavandería, cocina y baño principal) de los departamentos superiores (punto segundo de la pericia a fs.403). 

Sin embargo, ello no arroja luz alguna sobre si tales cañerías pertenecen a la parte privativa del piso superior o no, dadas sus respuestas a los puntos octavo y noveno de la pericia, así como a la falta de ingreso del perito en el departamento de las demandadas. 

Ello en principio haría necesario en apariencia inclinarse por el principio general cual es el referido a que en caso de duda debe estarse a que se trata de cañerías comunes, pues existe una jurisprudencia dominante en el sentido que, en materia de instalaciones destinadas a un servicio, debe estarse a la calificación jurídica que la ley de propiedad horizontal y/o el Reglamento respectivo indiquen. Este es el caso en general de las cañerías de agua corriente, desagües cloacales, etc., que en principio se consideran cosas comunes, salvo prueba en contrario. 

Ahora bien, para determinar en qué consiste la prueba en contrario, la jurisprudencia señala que existen al menos dos criterios para determinar cuándo una cosa es común y cuando es privativa de los consorcistas: una atiende al lugar en el que se encuentran dichas cosas y otra, al uso o función que prestan. 

Como he sostenido en otros casos, la cuestión consiste en diferenciar qué cosas constituyen esos sistemas de servicios centrales a los que se refiere el art. 2 y cuáles, no. A mi juicio el ejemplo más claro, es el del calefactor con deficiencias de funcionamiento o de instalación y el conducto de gas que llega al mismo, ejemplo en el que no parece caber dudas en que el primero es privativo del dueño de la unidad y el segundo es parte común de indivisión forzosa.Paralelamente podría decirse que si las filtraciones se producen por la pérdida de una canilla defectuosa en un departamento que no se soluciona y llega a traspasar el piso de la unidad y el techo del vecino de la unidad de abajo, se trata de un bien privativo, en cambio si se trata de una cañería de desagüe defectuosa o rota, corresponde a las partes comunes. 

Estimo que en el caso de autos, aún cuando en la pericia no se haya podido determinar estas cuestiones existen otras pruebas, cuales son la confesión de parte y la declaración de un testigo calificado (inquilina del edificio) que deben hacer concluir que la causa del daño la constituyó en definitiva una cosa privativa de la unidad funcional de las demandadas. 

En efecto, la codemandada María Gabriela Benelbaz al absolver posiciones a fs. 75, al responder a la quinta pregunta dice textualmente "siempre se arregló., siempre se han arreglado las filtraciones, cada vez que las hubo se han arreglado, se llamaba al plomero y se arreglaban". 

Por su parte la Srta. María Victoria Seca al responder al interrogatorio en carácter de testigo, afirma haber habitado el departamento de las demandadas en carácter de inquilina y dice que mientras ella ocupaba el inmueble como inquilina, la Sra. Yolanda Benelbaz mandó plomeros y cloaquistas para arreglar pedidas de agua que pudiera tener el departamento y lo hizo en varias oportunidades (pregunta segunda). Agregó que en esa época constató la existencia de manchas de humedad en el techo de la Sra.Giunta (pregunta 4) y que mientras ha alquilado el departamento se han realizado reparaciones en el mismo a fin de evitar las humedades en el departamente de abajo (segunda repregunta). 

Siendo ello así, y resultando de la pericia que las manchas de humedad se produjeron por filtraciones que ya han sido arregladas, me parece obvio que en el caso, la parte actora ha probado exitosamente que las filtraciones se produjeron en las partes privativas (de uso particular y de ubicación en el departamento de las demandadas) y que fueron ellas las que ocasionaron los daños descriptos en la demanda, sin que por su parte, las accionadas hayan siquiera intentado demostrar que tanto los desperfectos se correspondían a las partes comunes, más aún cuando asumieron en forma directa el deber de repararlas. 

Estimo en consecuencia, que existe prueba en contrario suficiente para apartarse del principio general, y que por ello la actora ha probado debidamente los requisitos de procedencia de su acción y por el contrario las demandadas no han acreditado la causa de exoneración que invocan. 

Finalmente y en punto al monto de la reparación, en primer lugar no hay violación del principio de congruencia pues en el objeto de la demanda se dijo que se reclamaba la suma de $2.500, más la suma que surja de las pruebas que se ofrecen hasta su total reparación, siendo claro que las suma líquida que invoca es la de los presupuestos que acompaña realizados en el año 2005, que no toman en cuenta algunos sectores como la cocina. 

La pericia, en cambio incluye las reparaciones de todas las consecuencias de las humedades y filtraciones del piso de arriba y llega a establecer el monto de $4.500 para el año 2008. 

No es verdad que el perito se haya referido a la solución para todas las cañerías e instalaciones de agua del edificio con esa suma, pues por el contrario calculó que el costo de tales reparaciones en atención a la edad del edificio debía ser de $20.000 por departamentoincluyendo todos los servicios de agua fría y caliente, y desagües, más los costos de ruptura y reposiciòn de pisos, contrapisos, etc. Nada de esto se ha cargado en la sentencia a la parte demandada tal como lo expone la apelante, sino que la condena se ha restringido a los daños que fueron consecuencia inmediata de las filtraciones exclusivas de su departamento y que fueron reparadas por las demandadas, pero dejando daños en el departamento de la actora. 

No existiendo crítica adecuada ni oportuna a la conclusión del perito ya enunciada, el monto de la reparación debe mantenerse. 

Por lo expuesto, estimo que el recurso debe rechazarse en su totalidad. 

Sobre la primera cuestión voto entonces por la afirmativa. 

Sobre la primera cuestión los Dres. Staib y Sar Sar adhieren al voto que antecede. 

SOBRE LA SEGUNDA CUESTION LA DRA MASTRASCUSA DIJO: 

VI. Las costas de Alzada deben ser impuestas a las apelantes por resultar vencidos (art. 36 
del C.P.C). 

Así voto. 

Sobre la misma cuestión los Dres. Staib y Sar Sar adhieren al voto que antecede. 

Con lo que terminó el acto, procediéndose a dictar la sentencia que a continuación se inserta: 

SENTENCIA: 

Mendoza, 27 de Julio de 2011 

Y VISTOS: 

El acuerdo que antecede, el Tribunal 

RESUELVE: 

I. Desestimar el recurso de apelación articulado a fs. 150 por las demandadas y en consecuencia confirmar la sentencia de fs. 141/143 por los fundamentos que se expresan en el cuerpo de esta resolución. 

II. Imponer las costas de Alzada a las apelantes. 

III. Regular los honorarios de los Dres. Marcelo Lucena Próspero, Gustavo Benelbaz, y Hector Benelbaz en las sumas de . pesos ($.), . pesos ($.) y . centavos ($.) respectivamente, y sin perjuicio de las regulaciones complementarias que puedan corresponder (arts.2,3,4,15 y 31 LA). 

Notifíquese y bajen. 

Dra. Mastrascusa Graciela Juez de Cámara 

Dr. Staib Alberto Juez de Cámara 

Dra. Mirta Sar Sar. Juez de Cámara 

Dra. Alamo Roxana. Secretaria Interina 


